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RESOLUCIÓN DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCIÓN
DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Resolución RPS-2026/017

Procedimiento Sancionador PS-2025/059

Expediente RCO-2023/213

Entidad incoada Ayuntamiento de Chipiona

Motivo de la reclamación Videovigilancia en plaza pública peatonal con finalidad de 
control de tráfico y de cumplimiento de ordenanzas munici-
pales

Artículos afectados Artículos 6 LOPDP y 13 RGPD 

Abreviaturas:
RGPD. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de es -
tos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)
LOPDGDD. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales.
LOPDP. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención,
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.
LTPA. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
ESTATUTOS CTPDA. Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, aprobados por
Decreto 434/2015, de 29 de septiembre.
LPAC. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
LRJSP. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
ENS. Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.

ANTECEDENTES 

Primero. Presentación de la reclamación.

1. Con fecha 26 de diciembre de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección
de Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo) reclamación por una presunta infracción de la
normativa de protección de datos personales.

La reclamación se presentó originariamente ante la Agencia Española de Protección de Datos,
dando esta traslado de la misma al Consejo por ser la autoridad de control competente en su
tramitación.

2. La persona reclamante expone como motivo de la reclamación:

“En la plaza del faro de Chipiona...en algunas farolas hay puestos carteles de zona video vi-
gilada como rige la normativa de la AEPD (aunque están puestos en la misma zona no se-
ñalando el aviso con antelación, aparte que tienen el dibujo de un dron cuando en la AEPD
no dice nada de que pueda aparecer un dron en su contenido) con el motivo de que han
puesto en la misma plaza las esculturas de dos cangrejos (adjunto imagen) hechos de reta-
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les metálicos. En los carteles se puede leer (adjunto imagen) que es con finalidad para el
control y seguimiento del tráfico (cuando es una zona peatonal que no está abierta al tráfi-
co de ningún tipo ya que es una plazoleta pública que está perimetrada con un paseo marí-
timo que enlaza...para la izquierda...con el paseo costa de la luz y para la derecha...con el
paseo de la playa de las canteras) y ordenanzas municipales (cuando no existe ninguna or-
denanza municipal que regule exclusivamente esa zona)...mas bien es con el motivo de di-
suadir actos vandálicos (no estando ese motivo puesto en dichos carteles) que puedan su-
frir a posteriori dichas esculturas porque yo no observé que hubieran cámaras de video vi-
gilancia instaladas en la zona ya que yo no detecté ninguna. Por otra parte en glorietas de
la localidad hay instaladas cámaras de video vigilancia...en una de estas glorietas...llamada
glorieta del burro (adjunto imagen) en la avenida de Rota...hace pocos días...me dí cuenta
que ya no tenían los carteles de zona video vigilada coincidiendo con la instalación de las
dos esculturas citadas anteriormente...con lo que se deduce que dichos carteles de esa glo-
rieta han pasado a la plaza del faro dejando a las cámaras que están en la glorieta del bu-
rro sin carteles de zona video vigilada...por ello el  enunciado que pone como finalidad:
"control y seguimiento del tráfico y ordenanzas municipales"...es porque la función de las
cámaras de las glorietas son esas mismamente. “.

Se aportaba junto a la reclamación diversas fotografías de las zonas a las que se refiere la re-
clamación, mostrando diversas cámaras y carteles.

Segundo. Traslado previo al Delegado de Protección de Datos (DPD). Arts 37.1 y  65.4 
LOPDGDD. 

1. El 12 de enero de 2024 se dio traslado de la reclamación al DPD de la entidad reclamada para que,
en el plazo máximo de un mes, informara en relación con las circunstancias expuestas en la mis-
ma, las medidas existentes en el momento de producirse los hechos, así como de las medidas que
se  hubieran podido adoptar tanto en relación con lo expresado en la reclamación como, en su
caso, para que no se produjeran situaciones similares en el futuro y otras informaciones y docu-
mentación.

2. Con fecha 19 de enero de 2024, se recibe escrito de la entidad reclamada, donde  se aporta “Noti-
ficación de Providencia“ de la Alcadía, de fecha 17 de enero de 2024, donde se acredita haber soli-
citado Informe a la Jefatura de la Policía Local de dicho municipio y al DPD sobre el contenido de la
reclamación.

3. Con fecha 31 de enero de 2024 tiene entrada en este Consejo  escrito de la entidad reclamada ( Ti-
tular Alcaldía) en el que indica:

“[...] PRIMERA.- De la reclamación que trae pie al presente requerimiento (RCO2023/213)

El 15 de enero de 2024, el interesado acude al Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía para interponer la reclamación. En ese mismo momento, el Ayunta-
miento de Chipiona revisa los carteles situados en la Plaza del Faro de Chipiona, cerciorán-
dose de que efectivamente hay un cartel de control de tráfico en una zona peatonal. El mo-
tivo de la finalidad de control de tráfico se establece en virtud del control del tráfico de pa-
tines eléctricos, al existir un problema real de tráfico con esté medio de transporte, como
en otras muchas zonas peatonales del pueblo.

Por otro lado, para poder modificar la finalidad del cartel cambiándola a “seguridad de las
personas”, necesitamos autoridad previa de la Subdelegación del Gobierno, autorización
que están denegando de forma sistemática.
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Sobre la ubicación del cartel informativo, entendemos que no es necesario colocar el cartel
antes de llegar a la Plaza siendo suficiente colocarlo en lugar suficientemente visible. 

Sobre los carteles situados en la Glorieta del Burro de la Avenida de Rota, ciertamente se
quitó de forma temporal, momento en el cual el interesado realizó la fotografía y denunció
el hecho. No obstante, el periodo de tiempo en el cual la Glorieta estuvo sin cartel fue muy
breve y actualmente existe el cartel informativo de grabación de las imágenes. 

Se une en adveración como documento nº 1 imagen cartel videovigilancia Glorieta del Bu-
rro de la Avenida de Rota. 

SEGUNDA.- Decisión adoptada a propósito de esta reclamación y medidas adoptadas para
evitar que se produzcan incidencias similares en el futuro. 

Como medida inmediata, hemos revisado el contenido y la colocación de todos los carteles
situados en la Plaza del Faro de Chipiona y la Glorieta del Burro de la Avenida de Rota, co-
locando aquellos carteles que habían sido suprimidos. Esta parte entiende que no ha existi-
do vulneración de la normativa de protección de datos ya que el Ayuntamiento de Chipiona
tiene visible y actualizados todos los carteles de videovigilancia, siendo este hecho mera-
mente puntual. [...]”

A dicho escrito se acompañaban diversas fotografías de una zona concreta del municipio (Plaza
del burro, según manifiesta) donde se puede ver cámaras y carteles avisando de zonas de video-
vigilancia.

 4.   Consultado desde este Consejo el citado Registro de Actividades de Tratamiento y, concretamen-
te al indicado 4.16 VIDEOVIGILANCIA”, se puede comprobar que la finalidad señalada es: “Garan-
tizar la seguridad de las personas, bienes y todas la instalaciones del Ayuntamiento de Chipiona.
Captación y grabación de imágenes para la investigación de cualquier incidente ocurrido en el
Ayuntamiento”.

Tercero.  Admisión  a trámite  de la  reclamación  y apertura  de Actuaciones Previas  de
Investigación (arts. 65.5 y 67.1 LOPDGDD; Art. 55.2 LPAC). 

El 26 de marzo de 2024 el Director del Consejo acordó admitir a trámite la reclamación presenta-
da y el inicio de actuaciones previas de investigación, a los efectos de lograr una mejor determina-
ción de los hechos y circunstancias relevantes que justificaran la incoación de un posible procedi-
miento sancionador por infracción de la normativa de protección de datos. 

Cuarto. Sobre las Actuaciones Previas de Investigación.

1. Con el objeto de completar la información relacionada con los hechos denunciados, el , se requirió
al órgano reclamado para que remitiera información y documentación sobre las causas que habían
motivado la incidencia y las actuaciones llevadas a cabo en relación con la reclamación. 

2. El 9 de abril de 2024, la entidad reclamada remite como contestación al requerimiento la Provi-
dencia de petición de informe al Subinspector de la Policía Local.

3. El  23 de abril de 2024 tiene entrada en este Consejo respuesta del órgano reclamado ante nues-
tro anterior requerimiento:

“[…] TERCERA.- Información de si se está llevando a cabo la videovigilancia mediante dron.
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Se acredita mediante informe de la Policía Local del Ayuntamiento de Chipiona que en nin-
gún caso se está realizando ningún tipo de vigilancia mediante dron de ninguna zona de la
localidad. 

Se une en adveración como documento nº 10 informe de la Policía Local. 

CUARTA.-  Especificación clara de las causas que han motivado la incidencia que ha dado
lugar a la reclamación. [...]

Por otro lado, el reclamante indica que en los carteles ubicados en la plaza del Faro se es-
pecifica como finalidad el “control y seguimiento del tráfico” cuando es una zona peatonal.
Sin embargo, tal y como se indica en el escrito de respuesta del requerimiento anterior, el
motivo de indicar dicha finalidad se establece en virtud del control del tráfico de patines
eléctricos, al existir un problema real de tráfico con esté medio de transporte. 

Por último, el reclamante indica que no existen carteles de videovigilancia en la glorieta del
Burro. El Ayuntamiento evidencia a través de las fotos adjuntas que sí existen carteles in-
formativos ubicados en la propia glorieta. 

QUINTA.- Actuaciones llevadas a cabo en relación a los hechos.

El Ayuntamiento de Chipiona va a proceder a la actualización de todos los carteles de vi-
deovigilancia ubicados en la plaza del Faro y en la glorieta del Burro de la Avda. De Rota
(Pozo Romero) para eliminar el dibujo del dron, que puede dar lugar a confusión entre los
interesados tal y como ha sucedido en esta reclamación. SEXTA.- Corolario. “.

 A dicho escrito se acompañan las fotografías y el informe a los que se refiere  el órgano recla-
mado.

4. Con fecha 7 de julio de 2025, desde este Consejo se hizo un nuevo requerimiento de infor-
mación al órgano reclamado. 

5. Con fecha 29 de julio de 2025 tiene entrada en este Consejo la respuesta del órgano reclamado
a nuestro anterior requerimiento. Concretamente, se indica:

“(...)1. Acreditación del Evaluación de impacto relativo a la protección de datos personales,
previo a la instalación de las cámaras de videovigilancia que nos ocupan. 

El sistema de videovigilancia en la plaza pública peatonal con finalidad de control de tráfico
nunca se ha instalado de forma efectiva, por lo que no ha habido cámaras,si bien se puso
cartelería de videovigilancia de protección de datos por parte del anterior Subinspector de
policía como medida disuasoria. 

Por lo cual, en ese momento no se realizó la evaluación de impacto relativo a la protección
de datos personales, previo a la instalación de las cámaras de videovigilancia que nos ocu-
pan, porque nunca se instalaron dichas cámaras de videovigilancia. 

2. Cualquier otra información relevante o actuación llevada a cabo en relación con los he-
chos reclamados; 

En los carteles advirtiendo del sistema de videovigilancia en la plaza pública peatonal con
finalidad de control de tráfico, constaban los símbolos de videovigilancia y de drones. El
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símbolo de drones fue tapado, y próximamente se va a proceder a retirar los carteles de vi-
deovigilancia.[...]”.

6. Hay que hacer constar que en este expediente se ha incluido documentación correspon-
diente al expediente RCO-2024/136. Expediente igualmente seguido contra el órgano recla-
mado y que sigue su tramitación, pero en el que obra documentación relativa, entre otras,
a la cámara instalada en la Glorieta del Burro, Avenida de Rota.

Así, consta en la documentación aportada por la persona reclamante al expediente RCO-
2024/136 e incorporada al presente expediente, referida a varias cámaras de videovigilan-
cia instaladas en el citado municipio, entre las que se incluye la de la Glorieta del Burro, la
publicación en redes sociales de la Policía Local de 7 de septiembre de 2022 donde se indi-
ca:

“ INFORMACIÓN SOBRE CÁMARAS INSTALADAS EN LOS ACCESOS DE LA LOCALIDAD.

[…] 2º Su principal función es la del control y vigilancia de tráfico, aportando datos relati-
vos a la cantidad de vehículos que pasan en diferentes tramos horarios, [...] seguimiento 
de vehículos sustraídos en caso de que pasen por ese lugar [...]
3º Pueden ayudar a la hora de realizar atestados por accidente de tráfico y en materia de 
seguridad pública.[...].”.

Por otra parte, también consta, procedente del expediente RCO-2024-136, copia del Acta
de la Junta de Gobierno Local del citado órgano reclamado, de fecha 28 de julio de 2022,
en la cual, en su Punto cuarto se indica expresamente:

“PUNTO CUARTO.- PROPUESTA DE ALCALDÍA PRESIDENCIA RELATIVA A LA APROBACIÓN DE
UN CONVENIO CON LA EMPRESA SOLFIX PARA LA INSTALACIÓN DE CÁMARAS DE VIGILAN-
CIA DEL TRAFICO EN LOS ACCESOS DE LA LOCALIDAD (PL) 

En este punto la Concejala Delegada (...) solicita que la propuesta se quede sobre la mesa
hasta que se incorporen las autorizaciones legales correspondientes. Se aprueba una en-
mienda a la propuesta de acuerdo para añadir que no se podrá iniciar el funcionamiento de
las cámaras hasta que se obtengan las autorizaciones correspondientes. 

La Junta de Gobierno Local, por cuatro votos a favor (...) y 2 abstenciones (...), a vista del
Informe del Subinspector de Policía de fecha 26/05/2022, acordó aprobar la propuesta, con
el siguiente tenor literal: 

“Primero: - La instalación y uso de videocámaras tiene como objeto y finalidad principal la
captación de imágenes para el control, regulación, vigilancia y disciplina del tráfico y que
se efectuará por la autoridad encargada de la regulación del tráfico a los fines previstos en
el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad
Vial. Del mismo modo y llegado el caso, se pretenden emplear con el fin de poder constatar
infracciones a la seguridad ciudadana, y prevenir la causación de daños a las personas y
bienes, y así asegurar la convivencia ciudadana, la erradicación de la violencia y la utiliza-
ción pacífica de las vías y espacios públicos, así como Ayuntamiento de Chipiona, prevenir
la comisión de delitos, faltas e infracciones relacionados con la seguridad pública.

En las zonas de instalación, (accesos a la localidad). Desde esta Jefatura se considera como
medida disuasoria esencial la instalación de cámaras de videovigilancia en la zona siempre
bajo el principio de proporcionalidad (en su versión de idoneidad y de intervención míni-
ma), así su instalación se fundamenta en la prevención de actos delictivos, la protección de
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las personas y la conservación y custodia de bienes que se encuentren en situación de peli-
gro, especialmente en lugares abiertos al público, y para ello las Fuerzas y Cuerpos de Se-
guridad tienen que emplear cada vez medios técnicos más sofisticados. Con estos medios,
entre los que se encuentra el uso de sistemas de grabación de imágenes se incrementa la
seguridad y el nivel de protección de los bienes y libertades de las personas.

Visto el informe propuesta del Subinspector Jefe de la Policía Local, mediante el cual se jus-
tifica la necesidad y los fines a conseguir desde la Jefatura de Policía, y en vista de que el
mismo satisface las necesidades expresadas por los solicitantes así como que reúne, en
términos garantistas de seguridad y orden publico todos lo requisitos mínimos indispensa-
bles. 

Teniendo conocimiento de la propuesta de la empresa, al análisis de los medios, se entien-
de que el convenio, es el medio idóneo para el mantenimiento de la seguridad en las zonas
de afección del presente convenio e instalación. 

A la vista de todo ello y de conformidad con el informe del Subinspector Jefe obrante en el
expediente, se propone a la Junta de Gobierno Local, la adopción de los siguientes: 

ACUERDOS Primero: Aprobar la firma del Convenio propuesto para la localidad de Chipiona,
y para la instalación de cámaras de seguridad, en versión demo a coste cero para la admi-
nistración, por un periodo de seis meses desde la instalación de los equipos. 

Segundo: Dar traslado del presente Acuerdo a la Jefatura de Policía Local y al resto de Dele-
gaciones con afección del presente y a los efectos oportunos.” 

Tercero: No se podrá iniciar el funcionamiento de las cámaras hasta que se obtengan las
autorizaciones correspondientes.” .

También consta en la reclamación presentada por el  órgano reclamado correspondiente al
mencionado expediente RCO-2024/136 escrito de la entidad reclamada dirigida a este Consejo
de 26 de agosto de 2025 en el que se manifiesta, entre otros aspectos:

“[…] Se expone por este Ayuntamiento que a fecha 25 de agosto de 2025 no se esta lle-
vando a cabo dicho tratamiento por parte del Ayuntamiento de Chipiona, por lo tanto, no
existe encargado del tratamiento respecto al tratamiento de grabación mediante cámaras
de  videovigilancia.  En  todo caso,  el  responsable  del  tratamiento  durante  la  instalación
como prueba piloto de dichas cámaras de videovigilancia, las que actualmente no se en-
cuentran en uso ni instaladas, es el Ayuntamiento de Chipiona. 
[…]
El reclamante presenta una queja respecto las cámaras instaladas en la vía pública. Dichas
cámaras no se encuentran actualmente instaladas, aunque si que aparecen los carteles ad-
virtiendo de su presencia. 
[…] 
Se adjunta fotografía donde aparece el cartel de videovigilancia en las diferentes rotondas
del municipio, sin que haya instalado actualmente ningún sistema de videovigilancia en los
puntos donde el reclamante especifica. (DOC 2)
[...]
Quinto. – Alcance de las cámaras y lugares donde están instaladas, acreditando mediante
fotografía de las imágenes que se captan por las cámaras, tal y como se visualizan en el
monitor o sistema equivalente. 
No existe visualización de cámaras en dichos puntos por parte del Ayuntamiento,  tal  y
como se reitera en puntos anteriores. 
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[...]
Sexto. – Finalidad de la instalación de las cámaras y, en su caso, copia de las autorizacio-
nes previstas en la normativa para su instalación.
Debemos considerar que, el Ayuntamiento está legitimado para el tratamiento de datos de
conformidad al artículo 6.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y
DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016, por el que el tratamiento es necesario para la satis-
facción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del tratamiento.
En todo caso, durante la propuesta de instalación de las cámaras como prueba piloto se
presentó la solicitud correspondiente la que se adjunta como DOC 3.
Séptimo. – En caso de que se hubiera realizado Evaluación de Impacto en la Protección de
Datos a la que se refiere el artículo 35 RGPD o 35 LOPDD.
No se llevó a cabo Evaluación de Impacto.
Octavo. – A la vista de la situación reclamada, y si fuera el caso, detalle de las medidas
adoptadas por el responsable para solucionar la incidencia objeto de la reclamación, así
como de las medidas adoptadas para evitar que se produzcan incidencias similares en el
futuro.
Se procederá por parte de este Ayuntamiento a retirar los carteles advirtiendo de la pre-
sencia de cámaras de videovigilancia. [...]”

Se aportaba, entre otra documentación, fotografía en la que se podía observar que en la ubica-
ción de la “Glorieta del Burro” donde anteriormente se observaban tres cámaras debajo del
cartel de videovigilancia, no aparecen dichas cámaras aunque sigue apareciendo el cartel.

Se aportaba igualmente, como documento 3 documento en el cual el Ayuntamiento autorizaba
a la empresa SOLFIX a instalar las cámaras.

Quinto.  Acuerdo de inicio  de procedimiento sancionador.  (arts.  68 LOPDGDD;  Art.  64
LPAC). 

1. El 22 de septiembre de 2025 el director del Consejo dictó Acuerdo de Inicio de procedimiento san-
cionador contra el Ayuntamiento de Chipiona, con CIF NNNNN, por las presuntas infracciones:

- Infracción tipificada como muy grave en el artículo 58.a) LOPDP, por una vulneración del artículo
6.1.c) LOPDP, en relación con con los principios relativos al tratamiento de datos personales. 

- Infracción tipificada en el art. 83.5.b) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy grave
en el artículo 72.1 h) LOPDGDD, por vulneración sustancial de los artículos 12 y 13 RGPD referidos
a la “Información y acceso a los datos personales” . 

2. Notificado el acuerdo de inicio al órgano reclamado el 9 de octubre de 2025, éste presentó ale-
gaciones en las que manifestaba lo siguiente:

“[...] Primera.- En cuanto a infracción tipificada como muy grave en el artículo 58.a) LO-
PDP, por una vulneración del artículo 6.1.c) LOPDP, en relación con los principios relativos
al tratamiento de datos personales, relativo a la instalación de una cámara de videovigilan-
cia en la zona de la Glorieta del Burro de la Avenida de Rota, cabe señalar que el Ayunta-
miento si consideró que se adaptaba la situación al principio de proporcionalidad ni que
era excesivo, aun sin autorización del ministerio de interior. 

Se trata de un error humano el no solicitar la autorización de la Delegación de Gobierno en
la Comunidad Autónoma. 

Página 7 de 28. Resolución RPS-2026/017, de 19 de marzo - PS-2025/059 - RCO-2023/213               
www.ctpdandalucia.es



Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

Segunda.- La infracción tipificada en el art. 83.5.b) RGPD y calificada a efectos de prescrip-
ción como muy grave en el artículo 72.1.h) LOPDGDD, por vulneración sustancial de los ar-
tículos 12 y 13 RGPD referidos a la “Información y acceso a lo datos personales” relativa a
la existencia de la cartelería de zona videovigilada en la zona de la Glorieta del Burro de la
Avenida de Rota, debe tenerse en cuenta que se subsanó el error lo antes posible, a finales
de enero de 2024. 

Por otro lado, hay que indicar que, no ha sido voluntad del Ayuntamiento de Chipiona co-
meter ninguna infracción relativa a la normativa de protección de datos de forma volunta-
ria, y ha intentado subsanar en todo caso cualquier error. 

Es por todo ello, que, se hace constar la voluntad del Ayuntamiento en colaborar y dar
cumplimiento a la normativa de protección de datos en todo lo posible. “.

Sexto. Propuesta de resolución. (art. 89 LPAC). 

1.  Finalizada la instrucción del procedimiento, se procedió a realizar la correspondiente propuesta
de resolución, estableciendo el plazo de diez días para la formulación de alegaciones, de conformi-
dad con el artículo 89.2 LPACAP y en relación con el artículo 73.1 de la misma norma.

2. Notificada la propuesta de resolución al órgano reclamado el 5 de marzo de 2026, éste  pre-
sentó alegaciones iniciales con fecha 9 de marzo de 2026 en las que,  simplemente se limitaba
a señalar que desde la alcaldía se había  dictado una providencia por la que se acordaba, en re-
lación con la propuesta de resolución remitida, solicitar informes al Departamento de Informáti-
ca y a la Jefatura de la Policía Local. 

Con fecha 18 de marzo de 2026 tiene entrada en este Consejo escrito de alegaciones de la Al-
caldía, donde se indica:

“[...] Notificado el acuerdo de inicio al órgano reclamado el 9 de Octubre de 2025, fueron
presentadas alegaciones acreditando que se subsanaron los errores antes de finales del
2024, por lo que quedó acreditado que ni siquiera llegó a producirse consecuencia alguna
dado que en enero del 2024 desaparece circunstancia alguna tipificada dentro de los ar-
tículos citados. Por lo que entendemos en términos de defensa que el expediente debería
de haber sido archivado o bien calificado como una falta muy leve . 

Circunstancia que se fundamentará en los puntos posteriores . 

FUNDAMENTACION JURIDICA : 

PRIMERA .-  En la  resolución recibida se establecen literalmente los siguientes HECHOS
PROBADOS : 

De los documentos obrantes en el expediente y de las actuaciones practicadas, pueden
considerarse como hechos probados : 

PRIMERO.- Según se deduce de los antecedentes, en la zona de la Glorieta del Burro de la
Avenida de Rota, estaba instalada una cámara de videovigilancia con la finalidad, entre
otras, de seguridad pública. 

SEGUNDO.- De los antecedentes se desprende que, en el momento de la denuncia, en la
zona de la Glorieta del Burro de la Avenida de Rota existían cámaras instaladas, pero no se
encontraban colocados carteles que advirtieran de la existencia de una zona videovigilada.
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En el relato de los hechos probados no se concretan las fechas ni circunstancias de los he-
chos con lo que se produce una gran indefensión a este Ayuntamiento suponemos que se
refieren al momento de la denuncia con fecha 23 de diciembre del 2023, y se constata que
ya estaban subsanadas en enero del 2024, es decir, días, aunque la imprecisión en los he-
chos declarados probados están ocasionando graves perjuicios a este Ayuntamiento, de-
tectándose un claro interés recaudatorio al calificar estas circunstancias como faltas muy
graves, contraria esta calificación al principio de legalidad que debe fundamentar cualquier
expediente sancionador. 

Debemos tener en cuenta lo contemplado en los siguientes artículos :

 Artículo 6 LOPDP Ley Orgánica 7/2021, de 26 de Mayo, Principios relativos al tratamiento
de datos personales 
[...]
Artículo 58 Infracciones muy grave 
(...)
Artículo 59 Infracciones graves 
[...]
Artículo 60 Infracciones leves 

Como conclusión de la lectura de los artículos citados, al considerar el expediente sancio-
nador la utilización de la cámara para fines de seguridad pública resulta desproporcionada
y, por tanto, excesiva, constituyendo una infracción del artículo 6.1 c) LOPDP y pudiendo
causar perjuicios de carácter muy grave a los interesados, es claro y evidente que no se
han podido causar perjuicios graves a ningún interesado, circunstancias que no han sido
acreditadas en el expediente,  por lo que estaríamos en todo caso ante una falta  leve,
como acreditaremos en el periodo de práctica de prueba que se solicitará en OTROSI DIGO
de este escrito . 

SEGUNDA.- El segundo punto tipificado .Infracción tipificada en el art.83.5.b) RGPD y califi-
cada a efectos de prescripción como muy grave en el art. 72.1 h) LOPDGDD, por vulnera-
ción sustancial de los art. 12 y 13 RGPD referidos a la información y acceso a los datos per-
sonales . Derechos del interesado 
Sección 1 Transparencia y modalidades 
Artículo 12
[...]
Artículo 13
[...]
Es evidente de la lectura del expediente y la relación de hechos probados que no se han
seguido los principios contemplados en el artículo 29 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre,
de Régimen Jurídico del Sector Público sobre el principio de proporcionalidad; su apartado
tercero establece que "en la determinación normativa del régimen sancionador, así como
en la imposición de sanciones por las Administraciones Públicas se deberá observar la de-
bida idoneidad y necesidad de la sanción a imponer y su adecuación a la gravedad del he-
cho constitutivo de la infracción. La graduación de la sanción considerará especialmente
los siguientes criterios: 

a) El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad. 
b) La continuidad o persistencia en la conducta infractora. 
c) La naturaleza de los perjuicios causados.
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 d) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la
misma naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrati-
va". 

Y en el apartado cuarto se señala: "Cuando lo justifique la debida adecuación entre la san-
ción que deba aplicarse con la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las cir-
cunstancias concurrentes, el órgano competente para resolver podrá imponer la sanción
en el grado inferior". 

Si no se aprecian circunstancias atenuantes ni agravantes, debemos entender que proce-
derá imponer la sanción en su grado medio, señalando que en el presente expediente hay
varias circunstancias atenuantes y eximentes como quedarán acreditadas en el periodo de
prueba solicitado.

Debería haberse apreciado y acreditado por el instructor alguno o algunos criterios ate-
nuantes para la calificación de la falta. 

La determinación del importe exacto de la sanción entre una escala, ya la concretada al ti-
pificar la sanción, ya las intermedias -superior o inferior- dependerá ya de la valoración del
instructor en atención a las atenuantes acreditadas y su grado de intensidad en relación
con la infracción. 

Todo ello acredita la violación clara y evidente del art.29 de la Ley 40/2015, que traen
como consecuencia la nulidad del expediente sancionador tramitado. 

OTROSI DIGO: Al derecho de esta parte interesa que se proceda a la apertura del PERIODO
DE PRUEBA, en el presente expediente ante la indefensión creada, y siendo del todo nece-
saria su practica a fin de poder acreditar elementos de juicio de gran interés para esta par-
te, CONSISTENTE: 

1.-) Se proceda a la ratificación de la reclamación presentada donde se haga constar ex-
presamente la fecha en que se denuncian estos hechos y se concreten los daños y perjui-
cios causados. 

2.-) PRUEBA TESTIFICAL : Se proceda a tomar declaración como testigo al SUBINSPECTOR
DE LA POLICIA LOCAL EN LA FECHA DE PRESENTACION DE LA RECLAMACION A (...), con do-
micilio a efectos de notificaciones en Ayuntamiento de San Fernando, Policía Local, com-
prometiéndose esta parte a comparecer el día y hora de la citación con el pliego de pre-
guntas pertinentes para el desarrollo de la prueba . 

3.-) PRUEBA DOCUMENTAL: Se acompaña escrito de SEGURDADES SL que ostenta la condi-
cion de proteccion de datos del Ayuntamiento de Chipiona. 

POR TODO LO EXPUESTO , 
SUPLICO A ESTE ORGANISMO, que tenga por presentado este escrito, se sirva admitirlo y
en su virtud acuerde tener por presentadas alegaciones dentro del plazo de diez días con-
ferido al efecto y previo la admisión de las pruebas solicitadas que son de vital importancia
para el derecho de esta parte, y que su denegación causarían gran indefensión, acuerde la
practica de las mismas, señalando día y hora para su realización con asistencia de esta
parte y una vez realizadas se proceda al archivo del presente expediente sancionador.
[...]”
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A dicho escrito se acompaña escrito  de SEGURDADES SL que ostenta la condición de protección
de datos del órgano incoado.

En dicho escrito se indica:

“(...)PRIMERA. – Que, las cámaras de videovigilancia objeto del presente procedimiento se
encontraban instaladas con la finalidad principal de control y gestión del tráfico en los ac-
cesos a la localidad, sirviendo como herramienta de apoyo para la gestión del tránsito ro-
dado y la movilidad urbana. 

En ningún caso consta que dichas cámaras hayan sido utilizadas para fines de seguridad
ciudadana ni para la tramitación de denuncias por infracciones administrativas, limitándo-
se su uso a funciones de carácter organizativo y de control del tráfico. 

Por tanto, el tratamiento de imágenes se enmarcaría en el ejercicio de competencias muni-
cipales relacionadas con la ordenación del tráfico y la seguridad vial, funciones expresa-
mente atribuidas a los municipios por la legislación de régimen local. 

Por lo que se reitera, que, se trata de un error humano el no solicitar la autorización de la
Delegación de Gobierno en la Comunidad Autónoma. 

SEGUNDA. – Debe destacarse que el actual Oficial Jefe Accidental de la Policía Local no
asumió sus funciones hasta el 20 de enero de 2025, siendo las actuaciones relativas a la
instalación y gestión inicial de las cámaras anteriores a dicha fecha y realizadas bajo la
responsabilidad del anterior Subinspector Jefe.

Dicho funcionario ya no presta servicio en este Ayuntamiento, lo que ha dificultado la ob-
tención de información detallada sobre los aspectos técnicos y administrativos vinculados
a la instalación de los dispositivos. 

No obstante, el Ayuntamiento ha colaborado en todo momento con el procedimiento, apor-
tando la información disponible y facilitando las actuaciones de comprobación. 

TERCERA. – Que, no ha existido en ningún momento intención de vulnerar la normativa de
protección de datos personales, sino que la instalación de las cámaras respondía a necesi-
dades organizativas relacionadas con la gestión del tráfico en los accesos al municipio. 

Asimismo, no consta que las imágenes captadas hayan sido utilizadas de forma indebida ni
que se haya producido perjuicio efectivo a los derechos y libertades de los ciudadanos. 

En este sentido, debe valorarse la actuación diligente del Ayuntamiento, que una vez tuvo
conocimiento de las posibles irregularidades procedió a retirar las cámaras objeto de con-
troversia y actualizar la cartelería informativa relativa a videovigilancia. 

Estas actuaciones evidencian la voluntad municipal de adecuarse plenamente a la normati-
va vigente en materia de protección de datos. 

CUARTA. – Que, tal como reconoce la propia propuesta de resolución, las circunstancias
que motivaron el inicio del procedimiento han sido ya completamente subsanadas por el
Ayuntamiento. De acuerdo con el principio de proporcionalidad que rige el derecho sancio-
nador administrativo y con lo previsto en el artículo 83 del Reglamento (UE) 2016/679,
debe valorarse especialmente la inexistencia de intencionalidad, la ausencia de perjuicio
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acreditado a los ciudadanos, la colaboración de la entidad con la autoridad competente y
la inmediata adopción de medidas correctoras. 

QUINTA. – A la vista de las circunstancias expuestas, se considera que la calificación de los
hechos como infracción muy grave resulta desproporcionada, habida cuenta de que las cá-
maras tenían una finalidad limitada al control del tráfico, no consta un uso intensivo o ma-
sivo de los datos personales y que las posibles deficiencias detectadas han sido puntuales
y ya corregidas. [...]”.

HECHOS PROBADOS

De los documentos obrantes en el expediente y de las actuaciones practicadas, pueden conside-
rarse como hechos probados:

Primero.-   Según se desprende de la documentación incorporada al expediente, en la zona de la
Glorieta del Burro de la Avenida de Rota existía, al tiempo de la reclamación, al menos una cáma-
ra instalada en la vía pública, resultando que la instalación proyectada y utilizada en dicho empla-
zamiento no se vinculaba exclusivamente al control del tráfico, sino también, al menos de forma
concurrente, a finalidades relacionadas con la seguridad pública.

Segundo- De los antecedentes se desprende que, en el momento de la denuncia, en la zona de la
Glorieta del Burro de la Avenida de Rota existían cámaras instaladas, pero no se encontraban colo-
cados carteles que advirtieran de la existencia de una zona videovigilada.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero. Sobre la competencia.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 48 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de
protección de datos personales tratados para fines de prevención, detección, investigación y en-
juiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales (en adelante LOPDP), y
el artículo 43.1 LTPA en relación con el artículo 3.1 LTPA, corresponde a este Consejo como autori-
dad autonómica de protección de datos personales y dentro de su ámbito competencial, el ejerci-
cio de la potestad sancionadora y de los poderes previstos en el artículo 50 LOPDP.

2. La competencia para la adopción de esta resolución reside en el Director, conforme al art. 48.1.i)
LTPA y el art. 10.3.i) Estatutos.

3. Debe destacarse a su vez que, en virtud del artículo 16.5 del Decreto 434/2015, de 29 de sep-
tiembre, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos
de Andalucía, “[e]l personal funcionario del Consejo, cuando realice funciones de investigación en
materias propias de la competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”,
con las consecuencias que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta
a disposición de la información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigado-
ras.

4. Este procedimiento se inicia como consecuencia de una presunta vulneración de la normativa de
protección de datos por parte de una entidad bajo el control del Consejo en lo que respecta al
cumplimiento de dicha normativa. Por ello, en el presente caso, solo serán analizadas y valoradas
aquellas cuestiones planteadas por el reclamante, en relación con la materia de protección de da-
tos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsabilidad de la mencionada en-
tidad. 
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Segundo. Sobre el tratamiento de datos personales.  

1. El artículo 2.2 RGPD establece que:

“El presente Reglamento no se aplica al tratamiento de datos personales:

[…] d) por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, investigación,
detección o enjuiciamiento de infracciones penales, o de ejecución de sanciones penales,
incluida la de protección frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención.[…]”

Dicho tratamiento fue objeto de regulación por la Directiva (UE) 2016/680 de 27 de abril de 2016,
relativa a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos persona-
les por parte de las autoridades competentes para fines de prevención, investigación, detección o
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, y a la libre circula-
ción de dichos datos y por la que se deroga la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo, en ade-
lante DPDP.

Dicha  Directiva  fue  incorporada  al  ordenamiento  jurídico  español  mediante  la  Ley  Orgánica
7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención, de-
tección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones pena-
les, en adelante LOPDP, tal como se desprende de su Disposición Adicional Undécima.

Los artículos 1 , 2.1  y 4 de la LOPDP disponen:

“Artículo 1. Objeto.
Esta Ley Orgánica tiene por objeto establecer las normas relativas a la protección de las
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los datos de carácter personal por
parte de las autoridades competentes, con fines de prevención, detección, investigación y
enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, incluidas la
protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad pública.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Será de aplicación al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos persona-
les, así como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados
a ser incluidos en un fichero, realizado por las autoridades competentes, con fines de pre-
vención, detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución
de sanciones penales, incluidas la protección y prevención frente a las amenazas contra la
seguridad pública. [...]

Artículo 4. Autoridades competentes.
1. Será autoridad competente, a los efectos de esta Ley Orgánica, toda autoridad pública
que tenga competencias encomendadas legalmente para el tratamiento de datos persona-
les con alguno de los fines previstos en el artículo 1.
En particular, tendrán esa consideración, en el ámbito de sus respectivas competencias, las
siguientes autoridades:
a) Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.[...]l.”

2. El artículo 5.a) LOPDP y el artículo 4.1 RGPD definen «datos personales» como: “[t]oda informa-
ción sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona
física identificable a toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente,
en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identifica-
ción, unos datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la
identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;”
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Los datos personales a los que se refiere la denuncia son datos identificativos ( imagen).

3. De acuerdo con el  Art.  5.b) LOPDP y el  4.2 RGPD, el  tratamiento de datos personales es
“cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjuntos
de  datos  personales,  ya  sea  por  procedimientos  automatizados  o  no,  como  la  recogida,
registro,  organización, estructuración,  conservación,  adaptación o modificación, extracción,
consulta,  utilización,  comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma  de
habilitación de acceso, cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción”.

En este caso, el tratamiento relacionado con la reclamación es la captación de la imagen de
las personas.

Ahora bien, a efectos de la correcta calificación jurídica de los hechos, debe precisarse que no
todo el tratamiento denunciado queda sometido a un único régimen jurídico. En la medida en
que la captación de imágenes en la Glorieta del Burro se vinculó documentalmente, de forma
concurrente, tanto al control del tráfico como a fines relacionados con la seguridad pública,
procede diferenciar ambos planos.

En consecuencia, cuando la finalidad sea “seguridad pública” o la prevención/investigación de
infracciones penales, el régimen aplicable es la Directiva (UE) 2016/680 y su trasposición (LO
7/2021, LOPDP). Cuando la finalidad sea “control de tráfico administrativo”, resulta de aplica-
ción el RGPD. Esta delimitación no impide que unos mismos dispositivos puedan proyectar
obligaciones diferenciadas en función de la concreta finalidad efectivamente perseguida y
acreditada en el expediente.

En relación a las operaciones de tratamiento realizadas la entidad reclamada dispone de Re-
gistro de Actividades de Tratamiento, habiendo informado que aquellas operaciones se en-
marcarían en la actividad de tratamiento  “4.16 Videovigilancia”, apareciendo como finalidad
del tratamiento “Garantizar la seguridad de las personas, bienes y todas las instalaciones del
Ayuntamiento de Chipiona. Captación y grabación de imágenes para la investigación del cual-
quier incidente ocurridos en el Ayuntamiento”.

No obstante, ninguno de los lugares de videovigilancia mencioandos en la reclamación corres-
ponde a instalaciones del Ayuntamiento de Chipiona, sino a distintos lugares de la vía pública
del Municipio de Chipiona. Tal discordancia entre el RAT aportado y los concretos emplaza-
mientos objeto del expediente refuerza la conclusión de que el tratamiento aquí examinado
no ha quedado suficientemente delimitado ni documentado por el responsable.

4. Por  último  el  artículo 5.g)  LOPDP  considera  responsable  del  tratamiento  a  aquella  “…
autoridad competente que sola o conjuntamente con otras, determine los fines y medios del
tratamiento de datos personales…” Esta identificación del responsable de tratamiento debe
entenderse completada por la concreción de  la figura del  “tercero” regulada en el art.  31
LOPDP, e incluir por tanto a las “personas autorizadas para tratar los datos personales bajo la
autoridad directa del responsable…”. 

Por  su  parte  el  artículo 4.7  RGPD  considera  responsable  del  tratamiento  a  aquella  “…
autoridad pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y
medios  del  tratamiento…” Esta  identificación  del  responsable  de  tratamiento  debe
entenderse completada por la concreción del tercero realizada en el art. 4.10 RGPD, e incluir
por  tanto  a  las  “personas  autorizadas  para  tratar  los  datos  personales  bajo  la  autoridad
directa del responsable…”. 
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El responsable de los tratamientos es el Ayuntamiento de Chipiona (Art. 4.7 RGPD y 5.g) LOPDP).

Tercero. Sobre la calificación jurídica de los hechos.

 1. Consideraciones sobre  la instalación de una cámara de videovigilancia en la zona de la Glorie  -  
ta del Burro de la Avenida de Rota

 1.1. Preceptos infringidos. 

El artículo 6 de la LOPDP dispone:

“Artículo 6. Principios relativos al tratamiento de datos personales.
1. Los datos personales serán:

a) Tratados de manera lícita y leal.

[...]

c) Adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los que son trata-
dos.

[...]”

El artículo 15.2 de la citada LOPDP se indica:

“2. En la instalación de sistemas de grabación de imágenes y sonidos se tendrán en cuen-
ta, conforme al principio de proporcionalidad, los siguientes criterios: asegurar la protec-
ción de los edificios e instalaciones propias; asegurar la protección de edificios e instalacio-
nes públicas y de sus accesos que estén bajo custodia; salvaguardar y proteger las instala-
ciones útiles para la seguridad nacional y prevenir, detectar o investigar la comisión de in-
fracciones penales y la protección y prevención frente a las amenazas contra la seguridad
pública.”.

Y el artículo 16 señala:

“[...]Artículo 16. Instalación de sistemas fijos.
1. En las vías o lugares públicos donde se instalen videocámaras fijas, el responsable del
tratamiento deberá realizar una valoración del citado principio de proporcionalidad en su
doble versión de idoneidad e intervención mínima. Asimismo, deberá llevar a cabo un análi-
sis de los riesgos o una evaluación de impacto de protección de datos relativo al tratamien-
to que se pretenda realizar, en función del nivel de perjuicio que se pueda derivar para la
ciudadanía y de la finalidad perseguida. [...]”.

 1.2. Consideraciones jurídicas sobre la existencia de infracción. 

En primer lugar, debemos señalar que en el expediente se aprecia que la instalación de cáma-
ras de videovigilancia en la Glorieta del Burro, según la documentación aportada por el propio
órgano reclamado, obedece tanto a finalidad de control del tráfico como a la de la seguridad
ciudadana.

Así consta en la reclamación presentada contra el órgano reclamado correspondiente al expe-
diente RCO-2024/136 e incorporada al presente expediente, referida a varias cámaras de vi-
deovigilancia instaladas en el citado municipio, entre las que se incluye la de la Glorieta del
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Burro. Concretamente se aporta publicación en redes sociales de la Policía Local de 7 de sep-
tiembre de 2022 donde se indica que se usarán, entre otros fines para “seguimiento de vehícu-
los sustraídos en caso de que pasen por ese lugar y que “[…] Pueden ayudar […] en materia
de seguridad pública.[...].”.

Por otra parte, también consta en el expediente, procedente del expediente RCO-2024-136,
copia del Acta de la Junta de Gobierno Local del citado órgano reclamado, de fecha 28 de julio
de 2022, en la cual, en su Punto cuarto se indica expresamente que aunque el objeto y finali-
dad principal de su instalación fuera el control de tráfico “[d]el mismo modo y llegado el caso,
se pretenden emplear con el fin de poder constatar infracciones a la seguridad ciudadana, y
prevenir la causación de daños a las personas y bienes, y así asegurar la convivencia ciudada-
na, la erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías y espacios públicos, así
como en el término municipal de Chipiona, prevenir la comisión de delitos, faltas e infracciones
relacionados con la seguridad pública.”

Se justifica igualmente, como consta en dicha acta que “[e]n las zonas de instalación, (accesos
a la localidad). Desde esta Jefatura se considera como medida disuasoria esencial la instala-
ción de cámaras de videovigilancia en la zona siempre bajo el principio de proporcionalidad
(en su versión de idoneidad y de intervención mínima), así su instalación se fundamenta en la
prevención de actos delictivos, la protección de las personas y la conservación y custodia de
bienes que se encuentren en situación de peligro, especialmente en lugares abiertos al públi-
co[...]” 

A pesar de lo anterior el punto tercero del acuerdo especifica que o se podrá iniciar el funcio-
namiento de las cámaras hasta que se obtengan las autorizaciones correspondientes.

Consecuentemente, se llega a la conclusión de que la citada cámara de videovigilancia instala-
da en el momento de la denuncia en la Glorieta del Burro, al menos desde la perspectiva de la
finalidad oficialmente atribuida al sistema por el propio Ayuntamiento, se utilizaba no solo para
el control del tráfico sino también para fines de seguridad pública. Todo ello con independencia
de que en la autorización de instalación aportada por el órgano reclamado autorizando a la
empresa SOLFIX a la instalación de cámaras en los puntos conveniados, solo se indique como
finalidad principal el control de tráfico.

Pues bien, en lo que respecta a la utilización de la cámara mencionada con fines de seguridad
pública, resulta de aplicación la LOPDP, dado que se trata de la captación de imágenes en la
vía pública. Esta norma establece, entre los principios relativos al tratamiento de datos perso-
nales, que dicho tratamiento debe ser adecuado, pertinente y no excesivo en relación con los
fines perseguidos (artículo 6.1.c). 

Asimismo, en lo relativo a los sistemas de grabación de imágenes y sonido y a la instalación de
sistemas fijos, la norma dispone que debe observarse el principio de proporcionalidad, corres-
pondiendo al órgano responsable realizar una valoración de este principio en su doble vertien-
te de idoneidad e intervención mínima (artículos 15 y 16). 

Al respecto indicar que si bien el órgano reclamado señala de forma general y abstracta que la
instalación de dichas cámaras se fundamenta en “[...] asegurar la convivencia ciudadana, la
erradicación de la violencia y la utilización pacífica de las vías y espacios públicos [...]”, y “la
prevención de actos delictivos, la protección de las personas y la conservación y custodia de
bienes que se encuentren en situación de peligro, especialmente en lugares abierto al públi-
co.”, lo cierto es que no aporta una motivación específica, situada y verificable que permita
concluir que, en ese concreto emplazamiento y para esa concreta finalidad de seguridad públi-
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ca, la captación permanente o continuada de imágenes en la vía pública resultara estrictamen-
te necesaria. 

No consta, en efecto:

a) una identificación concreta del riesgo o amenaza para la seguridad pública en el lugar exa-
minado;

b) una justificación individualizada de por qué ese riesgo no podía afrontarse adecuadamente
mediante medidas menos intrusivas;

c) una delimitación precisa del alcance de la captación, de los colectivos afectados, del tiempo
de conservación o de los accesos a las imágenes; ni

d) una ponderación documentada entre la intensidad de la injerencia y la utilidad real de la
medida para la finalidad invocada.

Tampoco consta un estudio exhaustivo de otras medidas alternativas menos intrusivas, análi-
sis de riesgo, ni evaluación de impacto en la protección de datos. Esta ausencia de documenta-
ción refuerza la conclusión de que el Ayuntamiento no ha acreditado el cumplimiento de las
exigencias derivadas del principio de proporcionalidad y de responsabilidad proactiva.

En esta línea se pronuncia el TJUE, en su sentencia de 11 de diciembre de 2019 (asunto C-
708/18) al señalar que el tratamiento por videovigilancia exige acreditar estricta necesidad y
ausencia de medios menos intrusivos. 

Por otra parte, debe tenerse en cuenta la magnitud de los tratamientos de datos personales
que se producen diariamente mediante la captación de imágenes de personas, matrículas y
otros elementos en una rotonda de acceso a una localidad costera de cerca de 20.000 habitan-
tes, cuya población aumenta de manera exponencial durante las vacaciones. Tal circunstancia
incrementa la intensidad potencial de la injerencia sobre un número indeterminado de perso-
nas usuarias de la vía pública y exigía, por ello, una motivación especialmente reforzada de la
necesidad del tratamiento, motivación que no consta en el expediente. 

En consecuencia, se considera que en este caso la utilización de la cámara para fines de segu-
ridad pública resulta desproporcionada y, por tanto, excesiva, constituyendo una infracción del
artículo 6.1.c) LOPDP y pudiendo causar perjuicios de carácter muy grave a los interesados. 

Todo ello se entiende con independencia de las autorizaciones administrativas que el órgano
reclamado deba obtener para la instalación de cámaras en la vía pública con fines de seguri-
dad pública, En este sentido, la propia entidad reconoció que no dispone de la autorización de
la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma, exigida por el artículo 3 de la Ley Or-
gánica 4/1997, de 4 de agosto, reguladora de la utilización de videocámaras por las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. Tampoco puede entenderse como sustituto de di-
cha autorización la concedida por el propio Ayuntamiento a la empresa encargada de la insta-
lación de las cámaras de videovigilancia. 

Finalmente, a efectos de tipificación, debe tenerse en cuenta que la captación de imágenes en
la vía pública con fines de seguridad pública, sin una justificación suficiente de su necesidad y
proporcionalidad, afecta potencialmente a un número indeterminado de personas y comporta
una injerencia intensa en sus derechos, por la propia naturaleza sistemática del tratamiento y
por el contexto espacial en el que se desarrolla.
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En consecuencia, se aprecia un posible incumplimiento de la normativa de protección de datos
por vulneración del artículo 6 LOPDP.

 1.3. Valoración de las alegaciones al acuerdo de inicio, pruebas practicadas o medidas provisiona-
les.

En relación con las alegaciones del órgano incoado, solo señalar que frente a la simple alega-
ción de que sí consideró que la instalación de la cámara era proporcional, nos remitimos al
Acuerdo de Inicio del expediente sancionador ( páginas 12 y 13, de 17) cuyo contenido se re-
produce en el apartado anterior de esta propuesta ( fundamento jurídico tercero,  apartado
1.2), donde se puede apreciar con detalle los motivos y las razones concretas que nos han lle-
vado a considerar que la utilización de la citada cámara  para fines de seguridad resulta des-
proporcionada y , por tanto, excesiva; no habiendo combatido el órgano incoado dichos moti-
vos específicos.

 Y se vuelve a reiterar sobre la alegación realizada acerca de otras autorizaciones administrati-
vas:

“[...] Todo   ello   con independencia   de las autorizaciones administrativas que el órgano re-
clamado deba conseguir para poder instalar una cámara en la vía pública con fines de se-
guridad pública, habiendo reconocido la entidad reclamada que no dispone de la autoriza-
ción de la Delegación del Gobierno en la Comunidad Autónoma a la que se refiere el artícu-
lo 3 de la Ley Orgánica 4/1997, de 4 de agosto, por la que se regula la utilización de video-
cámaras por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en lugares públicos. Tampoco podemos
entender como sustituto de dicha autorización la otorgada por el propio Ayuntamiento a la
empresa para la instalación de las cámaras de videovigilancia.”.

Asimismo, la alegación de que se trató de un “error humano” al no solicitar la autorización pro-
cedente no desvirtúa la infracción apreciada. La responsabilidad del Ayuntamiento no se pro-
yecta aquí sobre una mera irregularidad formal subsanable, sino sobre la falta de acreditación
previa y documentada de la necesidad y proporcionalidad del tratamiento para la finalidad de
seguridad pública concurrentemente atribuida al sistema.

De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.

 1.4. Valoración de las alegaciones a la propuesta de resolución, pruebas practicadas o medidas
provisionales.

En relación con las alegaciones presentadas por el órgano incoado se ha de comenzar señalan-
do que basta una lectura completa del documento de propuesta de resolución, concretamente
de los antecedentes correspondientes ( páginas 1 al 7, de 20) , documento al que nos remiti-
mos y cuyo contenido se recoge en los antecedentes de esta resolución ( antecedentes uno a
cuatro), para comprobar que las fechas y circunstancias quedan claramente definidas.

Al respecto, debe precisarse que el presente procedimiento sancionador se refiere, en lo sus-
tancial, a la situación existente en la Glorieta del Burro en el momento de la reclamación pre-
sentada en diciembre de 2023 y a la información recabada posteriormente durante la instruc-
ción, sin que la resolución sancione de forma genérica cualquier otro sistema de videovigilan-
cia eventualmente proyectado o instalado en otros puntos del municipio.
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Dicha circunstancia queda confirmada por el propio órgano reclamado en su respuesta a este
Consejo de 31 de enero de 2024 ( antecedente segundo, punto 3 de esta resolución), donde se
indica expresamente:

“[...]
Sobre los carteles situados en la Glorieta del Burro de la Avenida de Rota, ciertamente se
quitó de forma temporal, momento en el cual el interesado realizó la fotografía y denunció
el hecho. No obstante, el periodo de tiempo en el cual la Glorieta estuvo sin cartel fue muy
breve y actualmente existe el cartel informativo de grabación de las imágenes. 

Se une en adveración como documento nº 1 imagen cartel videovigilancia Glorieta del Bu-
rro de la Avenida de Rota. [...]”.

En relación con la secuencia temporal correspondiente a la segunda infracción, resulta sufi-
ciente reiterar el contenido de la página 15, de 20 , de  la propuesta de resolución, documento
al cual nos remitimos y cuyo contenido figura recogido expresamente en esta resolución ( fun-
damento jurídico tercero, apartado 2.2).

Por otra parte, se ha de señalar que respecto a esta cuestión el órgano incoado no ha presen-
tado alegación alguna tras el Acuerdo de Inicio del expediente sancionador.

En relación con la finalidad de las cámaras y a falta de mayor argumentación,  se ha de reite-
rar de nuevo lo ya señalado al respecto en la propuesta de resolución ( páginas 11 y 12 , de
20) , documento al cual nos remitimos expresamente y cuyo contenido se encuentra recogido
en el fundamento jurídico tercero, apartado 1,2 de esta resolución. Resumidamente y como
conclusión:

“(...)Consecuentemente, se llega a la racional conclusión de que la citada cámara de video-
vigilancia instalada en el momento de la denuncia en la Glorieta del Burro, se utilizaba no 
solo para el control del tráfico sino también para fines de seguridad pública.[...]”.

En relación con la calificación de la infracción como muy grave, se ha de señalar que tal califi-
cación deriva de la propia tipificación contenida en el artículo 58.a) LOPDP, al haberse observa-
do claramente una vulneración del artículo 6.1.c) LOPDP, precepto que señala que los datos
personales serán: “ Adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con los fines para los
que son tratados.”. 

A tal efecto, la gravedad de la infracción se conecta con la propia naturaleza del tratamiento
examinado, consistente en la captación de imágenes en vía pública respecto de una pluralidad
indeterminada de personas, sin que conste una justificación suficiente de su necesidad y pro-
porcionalidad para la finalidad de seguridad pública concurrentemente invocada.

De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.

 1.5. Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales: 

Infracción  tipificada en el  artículo  58.a)  LOPDP y calificada  como muy grave  a efectos  de
prescripción, por una posible vulneración del artículo 6 LOPDP en relación con los principios
relativos al tratamiento de datos personales. Dicho artículo 58.a) dispone:
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“Son infracciones muy graves:

a) El tratamiento de datos personales que vulnere los principios y garantías establecidos
en el artículo 6 o sin que concurra alguna de las condiciones de licitud del tratamiento
establecidas en el artículo 11, siempre que se causen perjuicios de carácter muy grave a
los interesados.[...]”.

 2. Consideraciones sobre        la existencia de la cartelería de zona videovigilada en la zona de la Glo  -  
rieta del Burro de la Avenida de Rota  .     

 2.1. Preceptos infringidos

  El artículo 12 RGPD señala:

“1. El responsable del tratamiento tomará las medidas oportunas para facilitar al interesa-
do toda información indicada en los artículos 13 y 14, así como cualquier comunicación con
arreglo a los artículos 15 a 22 y 34 relativa al tratamiento, en forma concisa, transparente,
inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo, en particular cualquier infor-
mación dirigida específicamente a un niño. La información será facilitada por escrito o por
otros medios, inclusive, si procede, por medios electrónicos. Cuando lo solicite el interesa-
do, la información podrá facilitarse verbalmente siempre que se demuestre la identidad del
interesado por otros medios.[...]”.

      El artículo 13  RGPD indica:

“Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan del interesa-
do

1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable del
tratamiento, en el momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información indi-
cada a continuación:
a)  la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
 b)  los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso; 
c)  los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del
tratamiento; [...]”.

     Por su parte, el artículo 22 de la LOPDGDD dispone:

“[…] 4. El deber de información previsto en el artículo 12 del Reglamento (UE) 2016/679 se
entenderá cumplido mediante la colocación de un dispositivo informativo en lugar suficien-
temente visible identificando, al menos, la existencia del tratamiento, la identidad del res-
ponsable y la posibilidad de ejercitar los derechos previstos en los artículos 15 a 22 del Re-
glamento (UE) 2016/679. También podrá incluirse en el dispositivo informativo un código
de conexión o dirección de internet a esta información.[...]”.

 2.2. Consideraciones jurídicas sobre la posible existencia de infracción.

En el presente supuesto resulta de aplicación el RGPD en lo relativo al tratamiento de imáge-
nes con finalidad de control de tráfico, y, por ende, a las obligaciones de información y señali-
zación (arts. 12 y 13 RGPD), sin perjuicio de las previsiones sectoriales que puedan concurrir.
En esta línea, el Gabinete Jurídico de la AEPD ha señalado expresamente que, en el caso de vi-
deocámaras destinadas al control del tráfico, resultan aplicables las exigencias del RGPD, in-
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cluida la señalización adecuada de las zonas videovigiladas: https://www.aepd.es/documento/
informe-juridico-rgpd-trafico-semaforos.pdf 

“[…] También en el caso de las videocámaras con fines de control de tráfico resulta aplica-
ble el conjunto de lo dispuesto en el RGPD, norma a la que hay que entender referida en la
actualidad la mención a la Ley Orgánica 5/1992 contenida en la Disposición adicional octa-
va de la Ley Orgánica 4/1997. Esta norma les será aplicable en cuestiones tales como crea-
ción del registro de actividades, adopción de medidas de seguridad, derechos de las perso-
nas y derecho de información mediante la señalización del espacio vigilado.
[...]
Finalmente, debe recordarse que deberá darse cumplimiento al derecho de información a
los interesados acerca de la instalación de las cámaras de videovigilancia del tráfico, sien-
do así necesario que las áreas videovigiladas se encuentren debidamente señalizadas con
carteles que avisen de que la zona está sujeta a videovigilancia.[…]”

En relación con la zona de la Glorieta del Burro (Avenida de Rota), del análisis conjunto de la
reclamación y de las alegaciones del Ayuntamiento se desprenden las conclusiones que se ex-
ponen a continuación.

En primer lugar, a la fecha de la reclamación (5 de diciembre de 2023) existían cámaras de vi-
deovigilancia operativas en el emplazamiento, sin la preceptiva señalización de “zona videovi-
gilada”. Esta circunstancia consta en la reclamación y queda reconocida por el propio órgano
reclamado en sus escritos recibidos el 31 de enero de 2024, en los que admite la retirada tem-
poral de la cartelería. 

En segundo lugar, la subsanación se produjo a finales de enero de 2024, tal y como se acredita
con la remisión de fotografías por el Ayuntamiento, con salida el 30 de enero de 2024 y entra-
da en este Consejo el 31 de enero de 2024, en las que ya consta la reposición de la cartelería. 

Consecuentemente, se concluye que durante el periodo comprendido entre el 5 de diciembre
de 2023 y el 30 de enero de 2024 se omitió el deber de información al público mediante la co-
rrespondiente señalización de la zona videovigilada, lo que constituye una infracción en mate-
ria de protección de datos imputable al Ayuntamiento. 

Ahora bien, la limitada duración del periodo infractor no excluye la responsabilidad, si bien
debe valorarse como circunstancia atenuante.

 2.3. Valoración de las alegaciones al acuerdo de inicio, pruebas practicadas o medidas provisiona-
les.

En relación con la alegación de  la rápida subsanación,  se ha de reiterar  el  contenido del
Acuerdo de Inicio del expediente sancionador ( página 15 de 17), documento al que expresa-
mente nos remitimos y cuyo contenido se reproduce en esta propuesta de resolución ( funda-
mento jurídico tercero, apartado 2.2), Concretamente se indica: 

“(...)Ahora bien, la limitada duración del periodo infractor no excluye la responsabilidad, si 
bien debe valorarse como circunstancia atenuante.”.

En relación con la alegación de error y ausencia de voluntad infractora, debe señalarse que
ello no excluye la responsabilidad del Ayuntamiento. Tratándose del deber de información en
materia de videovigilancia, la diligencia exigible al responsable comprende la colocación efec-
tiva, visible y mantenida en el tiempo de la cartelería informativa. La retirada temporal de di-
cha señalización, reconocida por la propia entidad, evidencia un déficit organizativo imputable
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al responsable del tratamiento, sin que la posterior subsanación elimine la infracción ya consu-
mada.

Por lo demás, la responsabilidad del Ayuntamiento no queda desplazada por la intervención de
empleados, mandos policiales o asesores externos, pues corresponde al responsable del trata-
miento garantizar y poder demostrar el cumplimiento de las obligaciones de transparencia e
información derivadas del RGPD y de la LOPDGDD.

Como ha declarado con rotundidad el Tribunal Constitucional, dicho principio rige también en
materia de infracciones administrativas, pues, en la medida en que la sanción de dichas infrac-
ciones son una de las manifestaciones del ius puniendi del Estado, resulta inadmisible en nues-
tro ordenamiento un régimen de responsabilidad objetiva o sin culpa (por todas, sentencias
76/1990, de 26 de abril, 246/1991, de 19 de diciembre, o 51/2021, de 15 de marzo), afirmán-
dose que "no existe responsabilidad sin culpa o responsabilidad objetiva en el ámbito del ius
puniendi y de la potestad sancionadora y ello conlleva la necesidad de determinarla autoría de
la acción o de la omisión sancionable"( sentencia 103/1995, de 3 de julio)" y declarando que
ese principio tiene "en la Constitución la consideración de principio estructural básico tanto del
Derecho penal como del Derecho administrativo sancionador, y en virtud del cual queda pros-
crita  la  imposición  de  sanciones  sin  atender  a  la  conducta  del  sancionado"(  sentencia
120/2024, de 8 de octubre, que cita las sentencias 76/1990,246/1991 y 86/2017, de 4 de julio).

Esta misma Sala del Tribunal Supremo ha declarado que, en el ámbito sancionador "está veda-
do cualquier intento de construir una responsabilidad objetiva",de modo que "no basta con que
la conducta sea antijurídica y típica, sino que también es necesario que sea culpable, esto es,
como consecuencia de una acción u omisión imputable a su autor"(por todas, sentencias de 12
y de 19 de mayo de 1998, citadas en la de 27 de enero de2021 -recurso número 398/2019-).

Sin embargo, el mismo Tribunal Constitucional ha advertido de que la vigencia del principio de
culpabilidad en las sanciones administrativas no es tan intensa como en la sanción penal, pues
puede ser matizada( sentencias 76/1990 y 246/1991, citadas, y 129/2003, de 30 de junio).

Es decir, la culpabilidad en el Derecho administrativo sancionador admite una caracterización
propia y diferente de la que tiene en el Derecho penal. En otras palabras, aunque la culpabili-
dad es exigible en las infracciones administrativas, no lo es en los mismos términos que en De-
recho penal.

Por otro lado, el Tribunal Supremo viene entendiendo respecto de la imprudencia, que ésta
existe siempre que se desatiende un deber legal de cuidado, cuando el infractor no se compor-
ta con la diligencia exigible.

Podemos mencionar, en este sentido, la STS1456/2021, de 13 de diciembre de 2021, en rela-
ción con un recurso contra una resolución de la Agencia Española de Protección de Datos:

“[…] compartimos el parecer de la Sala de la Audiencia Nacional acerca de la insuficiencia
de las medidas aplicadas por la recurrente en el procedimiento de contratación. A las consi-
deraciones que se exponen en la sentencia recurrida, que compartimos y hacemos nues-
tras, únicamente añadiremos dos observaciones:
En primer lugar, las medidas de verificación aplicadas por la recurrente parecen entera-
mente encaminadas asegurar el buen fin del préstamo, pero, en cambio, se desentienden
enteramente del objetivo de verificar la veracidad y exactitud de los datos, y, en particular,
de comprobar que quien solicita el crédito es precisamente quien dice ser. 
[...]
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En segundo lugar, lo anterior no significa que se haga recaer sobre la empresa contratante
la responsabilidad de impedir que se produzca un hecho ilícito o delictivo como es la utiliza-
ción fraudulenta de un DNI por parte de quien no es su titular. Pero sí es exigible a dicha
empresa contratante, como diligencia necesaria para que no se le pueda reprochar el in-
cumplimiento de sus obligaciones en materia de protección de datos de carácter personal -
tanto en lo que se refiere a la exigencia de consentimiento del interesado como en lo relati-
vo al principio de veracidad y exactitud de los datos- la implantación de medidas de control
tendentes a verificar que la persona que pretende contratar es quien dice ser, esto es, que
coincide con el titular del DNI aportado
[...]
En respuesta a la cuestión que plantea el auto de admisión del presente recurso de ca-
sación debemos declarar que la intervención fraudulenta de un tercero, que suplanta la
identidad de otra persona en una contratación on line, no excluye que la empresa contra-
tante, que lleva a cabo el tratamiento de los datos personales, haya podido incurrir en in-
fracción por falta del necesario consentimiento inequívoco que exige el artículo 6 de la Ley
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, pues aquella intervención fraudulenta de un tercero
no implica por sí misma que la empresa contratante haya actuado con diligencia suficiente.
Lo anterior no significa que se haga recaer sobre la empresa contratante la responsabilidad
de impedir que se produzca un hecho ilícito o delictivo, como es la utilización fraudulenta
de un DNI por parte de quien no es su titular. Pero sí es exigible a dicha empresa contra-
tante, como diligencia necesaria para que no se le pueda reprochar el incumplimiento de
sus obligaciones en materia de protección de datos de carácter personal -tanto en lo que
se refiere a la exigencia de consentimiento del interesado como en lo relativo al principio
de veracidad y exactitud de los datos- la implantación de medidas de control y verificación
tendentes a asegurar que la persona que pretende contratar es quien dice ser, esto es, que
coincide con el titular del DNI aportado.[...]”

Pues bien, en el caso que nos ocupa existe dicho deber legal de cuidado establecido, al menos,
en los artículos 5 y 24 RGPD:

“Artículo 5.
1. Los datos personales serán:
[…] a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud,
lealtad y transparencia»);
[...]
2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el
apartado 1 y capaz de demostrarlo («responsabilidad proactiva»).

”Artículo 24
Responsabilidad del responsable del tratamiento
1. Teniendo en cuenta la naturaleza, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento así
como los riesgos de diversa probabilidad y gravedad para los derechos y libertades de las
personas físicas, el responsable del tratamiento aplicará medidas técnicas y organizativas
apropiadas a fin de garantizar y poder demostrar que el tratamiento es conforme con el
presente Reglamento. Dichas medidas se revisarán y actualizarán cuando sea necesario.
[...]”

En este supuesto resulta evidente que con la instalación de las cámaras sin la preceptiva seña-
lización de videovigilancia, circunstancia incluso reconocida por el propio órgano reclamado,
no se ha actuado con la diligencia exigible de acuerdo con la normativa de protección de datos
personales, debiendo haberse evitado dicha situación.
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De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.

 2.4. Valoración de las alegaciones a la propuesta de resolución, pruebas practicadas o medidas
provisionales.

En relación con la graduación de esta infracción y la alegada inaplicación del artículo 29 de LR-
JSP, que recoge el principio de proporcionalidad, se ha de indicar, en primer lugar, que la nor-
mativa de protección de datos personales contiene su propio régimen de aplicación de dicho
principio (artículo 83 RGPD y 76 LOPDGDD). En segundo lugar, que dada la naturaleza del ór-
gano incoado de administración local resulta de aplicación el artículo 77 de la LOPDGDD,  el
cual  indica el “Régimen aplicable a determinadas categorías de responsables o encargados
del tratamiento”:
       

“1. El régimen establecido en este artículo será de aplicación a los tratamientos de los que 
sean responsables o encargados:    
[…]
c) La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades autóno-
mas y las entidades que integran la Administración Local.
 […]
 2. Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen algu-
na de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la au-
toridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la 
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excepción 
de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 27 de abril de 2016. [...]”.

        
Por consiguiente, de acuerdo con lo establecido en el citado artículo 77 LOPDGDD, a este Con-
sejo le compete declarar la infracción cometida y establecer, en su caso, las medidas que pro-
ceda adoptar para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubie-
se cometido, pero no imponer una multa administrativa a la entidad incoada, de acuerdo con
lo previsto en el artículo 83 RGPD, tal y como alega el Ayuntamiento. 

Es decir, en ningún caso se va a imponer una sanción y menos una multa económica, motivo
por el  cual no es posible aplicar los mencionados criterios de ponderación incluidos en las
“Condiciones generales para la imposición de multas administrativas” artículo 83 RGPD.

Dicha exclusión de la imposición de multas también afecta a la anterior infracción, en virtud de
lo dispuesto en el artículo 62.1 LOPDP , el cual dispone:

“[...] 1. En caso de que el sujeto responsable sea algunos de los enumerados en el artículo
77.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se impondrán las sanciones y se adop-
tarán las medidas establecidas en dicho artículo.(...)”

Por último resulta evidente que la omisión de la información contemplada en los artículos 12 y
13 RGPD, en forma de cartelería, como ha sido el caso, supone una infracción muy grave, tal y
como contempla el artículo 72.1.h) LOPDGDD.

En relación a la proposición de la apertura de un periodo de pruebas solicitado por el órgano
incoado, se ha de señalar que resulta improcedente, dado el momento procedimental en el
que ha sido solicitada, tras la notificación de la propuesta de resolución, máxime cuando ya se
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le ofreció dicho trámite de acuerdo con la normativa vigente en el Acuerdo de Inicio del expe-
diente sancionador ( artículos 62, 77 y 89 LPAC) notificado el 22 de septiembre de 2025, sin
que el órgano reclamado en su respuesta a dicho acuerdo de inicio, con entrada el 9 de octu-
bre de 2025, hubiera propuesto prueba alguna.

Por tanto, no puede aceptarse la alegación de indefensión cuando el órgano incoado en el mo-
mento previsto para ello en la normativa no ha propuesto prueba alguna, ni tan siquiera más
tarde, no siendo hasta la notificación de la propuesta de resolución ( 4 de marzo de 2026)
cuando lo solicita.

Además, no debemos olvidar que, de acuerdo con el principio de “responsabilidad proactiva”,
corresponde al responsable demostrar la conformidad de las actividades de tratamiento que
realiza, en los términos establecidos en el artículo 5.2 y el considerando 74 del RGPD:

“5.2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en
el apartado 1 y capaz de demostrarlo («responsabilidad proactiva»)”.

“(74) Debe quedar establecida la responsabilidad del responsable del tratamiento por cual-
quier tratamiento de datos personales realizado por él mismo o por su cuenta. En particu-
lar, el responsable debe estar obligado a aplicar medidas oportunas y eficaces y ha de po-
der demostrar la conformidad de las actividades de tratamiento con el presente Reglamen-
to, incluida la eficacia de las medidas. Dichas medidas deben tener en cuenta la naturale-
za, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento así como el riesgo para los derechos y
libertades de las personas físicas”. 

Por otra parte, con independencia y pena validez de lo anteriormente señalado, se considera
que, en todo caso, tampoco queda debidamente justificado la necesidad y la relevancia con-
creta de tales pruebas para el esclarecimiento de los hechos, limitándose el órgano incoado a
señalar su petición. 

Así, constando la denuncia del reclamante y lo ya señalado respecto a fechas y daños ocasio-
nados, no se advierte necesidad alguna de su ratificación. Por otra parte, tampoco se advierte
la necesidad  imperiosa de la prueba testifical del subinspector de la Policía Local en la fecha
de presentación de la reclamación  y ello dada la amplia documentación contenida en el expe-
diente con respuesta del órgano a nuestros requerimientos; información testifical que, en todo
caso, ha podido ser suministrada con anterioridad al expediente.

En cualquier caso, se ha de tener en cuenta la la doctrina consolidada del Tribunal Supremo,
reiterada en la Sentencia núm. 705/2021, de 15 de febrero de 2021, la cual se pronuncia sobre
la responsabilidad que recae sobre una entidad local [en este caso, un Ayuntamiento] por las
infracciones cometidas por sus empleados o cargos públicos. En dicha resolución, el Alto Tribu-
nal recuerda que el responsable del tratamiento de datos no puede exonerarse alegando que
la infracción fue cometida por un empleado o por un miembro del órgano municipal. 

En cuanto a la responsabilidad del órgano incoado y la rápida subsanación de la infracción, nos
remitimos a lo ya señalado en la propuesta de resolución (páginas 15 a 17, de 20) de la pro-
puesta de resolución), contenido también recogido en el fundamento jurídico tercero, apartado
2.3 de esta resolución.

De acuerdo con todo lo expuesto, entendemos que las alegaciones presentadas no desvirtúan
el contenido esencial de la infracción que se declara cometida ni suponen causa de justifica-
ción o exculpación suficiente.
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 2.5. Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales:

El incumplimiento de las disposiciones relativas a "los derechos de los interesados a tenor de
los artículos 12 a 22” del RGPD tipificada en el artículo 83.5.b) RGPD; calificada a efectos de
prescripción  en la  LOPDGDD como infracción  muy grave por  vulneración  sustancial  de los
artículos 12 y 13 RGPD “Información y acceso a los datos personales” y, en particular, en el
artículo 72.1 h) LOPDGDD: 

“h)  La omisión  del  deber  de informar al  afectado acerca  del  tratamiento  de sus  datos
personales conforme a lo dispuesto en los artículos 13 y 14 del Reglamento (UE) 2016/679
y 12 de esta ley orgánica” .

Cuarto. Sobre la identificación de la entidad responsable (art. 89.3 LPAC).

De conformidad con lo previsto en el artículo 56.1 LOPDP  y el artículo 70.1 LOPDGDD, se identifica
como entidad responsable de la infracción, al Ayuntamiento de Chipiona .

Quinto. Declaración de la infracción y medidas a adoptar (art. 77 LOPDGDD y 50 y 61
LOPDP). 

1. El artículo 61.1 LOPDP señala que:

“El ejercicio de la potestad sancionadora que corresponde a las autoridades de protección
de datos competentes, se regirá por lo dispuesto en el presente capítulo, por los títulos VII
y IX de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y ga-
rantía de los derechos digitales y, en cuanto no la contradiga, con carácter supletorio, por
la normativa sobre el procedimiento administrativo común de las Administraciones Públi-
cas y el régimen jurídico del sector público”

A su vez el artículo 62.1 LOPDP establece que:

“En caso de que el sujeto responsable sea algunos de los enumerados en el artículo 77.1
de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, se impondrán las sanciones y se adoptarán
las medidas establecidas en dicho artículo.”

2.  El artículo 77 LOPDGDD establece el régimen sancionador aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento; incluyendo, entre otros a:

“[...]c) [...] las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades que inte-
gran la Administración Local. [...] ”

En el mencionado artículo, en su apartado 2, se señala que:

"Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la auto-
ridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excep-
ción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.[...]".
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Así, de acuerdo con el artículo 77.2 LOPDGDD, procede declarar la infracción o infracciones an-
tes descritas.

3. Por otra parte, en relación con las medidas que proceda adoptar, el artículo 49 LOPDP dispone
que:

“Las autoridades de protección de datos tendrán atribuidas, en el ámbito de esta Ley Or-
gánica, las siguientes potestades: 
[...] b) De advertencia y control de lo exigido en esta Ley Orgánica, incluida la sanción de
las infracciones cometidas, la elaboración de recomendaciones, órdenes de rectificación,
supresión o limitación del tratamiento de datos personales o de limitación temporal o de-
finitiva del tratamiento, incluida su prohibición, así como la orden a los responsables del
tratamiento de comunicar las vulneraciones de seguridad de los datos a los interesados.
[…]”. 

En el caso que nos ocupa no se considera preciso ordenar al órgano incoado la puesta en mar-
cha de medidas adicionales a las ya adoptadas, puesto que la entidad reclamada acreditó la fi-
nalización del tratamiento con fecha 25 de agosto de 2025.

Sexto. Notificaciones y comunicaciones. 

En relación con la notificación de la resolución del procedimiento sancionador, el artículo 77.2 LO-
PDGDD dispone que "[l]a resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición
de interesado, en su caso".

Además, el artículo 77.4 LOPDGDD señala que "[s]e deberán comunicar a la autoridad de protección
de datos las resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se refieren los
apartados anteriores", y el 77.5 LOPDGDD, que "[s]e comunicarán al Defensor del Pueblo o, en su
caso, a las instituciones análogas de las comunidades autónomas las actuaciones realizadas y las re-
soluciones dictadas al amparo de este artículo"

En virtud de todo lo expuesto, el director del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía dicta la siguiente,

RESOLUCIÓN

Primero. Declarar que el Ayuntamiento de Chipiona, con CIF NNNNN, la cometido la siguiente infrac-
ción:

-Infracción tipificada como muy grave en el artículo 58.a) LOPDP, por una vulneración del artículo
6.1.c) LOPDP, en relación con con los principios relativos al tratamiento de datos personales.

- Infracción tipificada en el art.  83.5.b) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy
grave en el artículo 72.1 h) LOPDGDD, por vulneración sustancial de los artículos 12 y 13 RGPD
referidos a la “Información y acceso a los datos personales”

Segundo. En relación con las medidas que proceda adoptar para que cese la conducta o se corrijan
los efectos de la infracción que se hubiese cometido, no se considera preciso ordenar al órgano incoa-
do la puesta en marcha de medidas adicionales a las ya adoptadas. 
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Tercero.  Que se notifique la presente resolución al órgano infractor  y a los afectados que tuvieran la
condición de interesado.

Cuarto. Que se comunique la presente resolución al Defensor del Pueblo Andaluz, de conformidad con
lo establecido en el artículo 77.5 LOPDGDD

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la presente Resolución se hará pública,
disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los interesados.

El incumplimiento de esta resolución podría comportar la comisión de la infracción considerada en el
artículo 58.m) LOPDP. 

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de re-
posición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla que por turno corresponda, en
el plazo de dos meses, en ambos casos a contar desde el día siguiente al de su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

No obstante, al tratarse de un acto en materia de sanciones, el demandante podrá elegir alternativa-
mente interponer el citado recurso contencioso-administrativo ante el juzgado o el tribunal en cuya cir-
cunscripción tenga aquél su domicilio, siempre entendiendo esta elección limitada a la circunscripción
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en los apartados se-
gundo y tercero del artículo 14.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa.

Conforme a lo previsto en el art. 90.3.a) LPACAP, se podrá suspender cautelarmente la resolución fir-
me en vía administrativa si el interesado manifiesta ante este Consejo su intención de interponer re-
curso contencioso-administrativo y traslada al mismo, una vez interpuesto, la documentación que
acredite su presentación. Si el Consejo no tuviese conocimiento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo correspondiente o en dicho recurso no se solicitara la suspensión cau-
telar de la resolución, se daría por finalizada la mencionada suspensión.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente
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